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Resumen: La importancia de la actividad convencional entre Administraciones públicas en materia turística radica en su capaci-
dad para generar sinergias extremadamente positivas en una actividad empresarial fundamental para la economía española. En las pági-
nas siguientes se analizarán las modalidades más habituales en este ámbito, así como su eventual problemática y potencialidad econó-
mica, social y cultural. 
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Abstract: The importance of conventional activities between public authorities in tourism lies in its ability to generate extremely 
positive synergies in a fundamental business for the Spanish economy. In the following pages will discuss the most common procedu-
res in this area and its possible problems and potential economic, social and cultural. 
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I. LOS CONVENIOS DE 
COLABORACIÓN ENTRE EL 
ESTADO Y LAS COMUNIDADES 
AUTÓNOMAS EN MATERIA 
TURÍSTICA 
La actuación formalizada de las Admi-
nistraciones públicas no sólo se realiza 
mediante la emisión de actos unilaterales 
—reglamentos y actos administrativos—, sino 
también a través de acciones concertadas 
con otros sujetos de Derecho: los contratos 
y convenios administrativos. Dentro de esta 
actividad consensual, debe diferenciarse 
entre convenios de la Administración cele-
brados con otra u otras Administraciones o 
bien con un administrado. En el primer caso 
recibirán el nombre de «convenios interad-
ministrativos» y en el segundo el de «con-
venios Administración-administrados». Tal  
y como indica el título de este trabajo, el 
estudio se centrará en los primeros y, más 
concretamente, en aquellos que tengan —o 
puedan tener— relación con la actividad 
turística. 
Puede definirse el convenio interadmi-
nistrativo como aquel «acuerdo en relación 
con una materia cuya competencia corres-
ponde a los entes copartícipes, que se obli-
gan a realizar una determinada actividad 
al objeto de conseguir una finalidad común 
a todos ellos» (1). Por su propia naturaleza, 
los convenios interadministrativos tienen 
cabida en materias sobre las que proyectan 
su competencia, directa o indirectamente, 
varias Administraciones públicas al mismo 
tiempo. Dos serán los requisitos esenciales 
(2) que deberá cumplir cualquier acuerdo 
para poder ser considerado como un autén- 
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tico convenio interadministrativo: a) libre 
consentimiento de todos los partícipes en su 
creación; y b) competencia sobre la materia 
objeto del convenio. Como es sabido, la 
competencia exclusiva sobre promoción y 
fomento del turismo en su ámbito territorial 
ha sido asumida por la totalidad de Comu-
nidades Autónomas en sus Estatutos de 
Autonomía en virtud del artículo 148.1.18 
de la Constitución, lo que no quiere decir 
que el Estado no posea títulos competencia-
les para intervenir en esta materia, como 
defiende la doctrina mayoritaria (3). Tam-
bién la Administración local posee compe-
tencias en esta materia, reconocidas en el 
artículo 25.2 in de la Ley 7/1985, de 2 de 
abril, Reguladora de las Bases del Régimen 
Local (LRBRL) y en la normativa sectorial. 
Esta pluralidad de Administraciones con 
competencia sobre la misma materia hacen 
del turismo un ámbito propicio tradicional-
mente para la conclusión de convenios de 
colaboración interadministrativos. 
Los convenios interadministrativos han 
sido reivindicados tradicionalmente como 
instrumentos para la solución de problemas 
vinculados al proceso de descentralización 
política, aparejados generalmente al reparto 
de competencias entre Entes territoriales y a 
tareas de auxilio, coordinación, coopera-
ción o colaboración interadministrativa. La 
utilización de esta técnica convencional ha 
llegado incluso ha condicionar las relacio-
nes entre Entes territoriales de distinta cate-
goría: Estado-Comunidades Autónomas, 
Comunidades Autónomas entre sí, Estado-
Corporaciones Locales, Comunidad Autó-
noma-Municipio, etc. Relaciones interad-
ministrativas que hasta la instauración del 
régimen constitucional se encontraban  
sometidas a los principios tradicionales de 
centralización y jerarquía, que implicaban 
el ejercicio de la unilateralidad por parte de 
la Administración jurídicamente superior; 
pero que ha posibilitado el reconocimiento 
del principio de cooperación en el texto 
constitucional, principio que adoptó estos 
acuerdos interadministrativos como los ins-
trumentos ideales para su consecución. Así, 
el convenio interadministrativo se configu-
rará como uno de los instrumentos más úti-
les y populares para dar cumplimiento a 
varios de los principios constituciones de 
mayor relevancia práctica —respetando al 
mismo tiempo la autonomía de los Entes 
territoriales—: los de cooperación, coordi-
nación y distribución competencial entre 
Administraciones públicas territoriales; 
constituyéndose como la pieza fundamental 
sobre la que se vertebrará la colaboración 
horizontal de los Entes intermedios, sirvien-
do en muchos casos como elemento de 
diseño o delimitación del marco jurídico de 
la cooperación interadministrativa 
Para la doctrina mayoritaria (4), los con-
venios interadministrativos no serían más 
que una técnica específica del principio de 
colaboración, ya que cuando dos o más 
Administraciones públicas se comprometen 
a suministrarse recíprocamente información 
en una materia de interés común; o crean 
mediante convenio un órgano común con 
funciones consultivas y deliberantes que 
sirva de punto de encuentro para el inter-
cambio de opiniones entre las Administra-
ciones en él representadas; o bien cuando 
una Administración cede a otra una parte de 
su patrimonio o funcionarios cualificados 
para coadyuvar en la realización de sus fun-
ciones públicas, etc.; no se hace otra cosa 
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que concretar en obligaciones específicas 
voluntariamente asumidas por las Adminis-
traciones los deberes genéricos de informa-
ción mutua, respeto y consideración de los 
intereses públicos privativos de otras Admi-
nistraciones, auxilio financiero y asistencia 
técnica; deberes que forman parte del prin-
cipio general de cooperación interadminis-
trativa recogido en la Constitución. 
A nivel constitucional los únicos conve-
nios interadministrativos previstos expresa-
mente están circunscritos al ámbito autonó-
mico (5). En tal sentido, dispone el artículo 
145.2 de la Constitución que «Los Estatutos 
podrán prever los supuestos, requisitos y 
términos en que las Comunidades Autóno-
mas podrán celebrar convenios entre sí 
para la gestión y prestación de servicios 
propios de las mismas, así como el carácter 
y efectos de la correspondiente comunica-
ción a las Cortes Generales. En los demás 
supuestos, los acuerdos de cooperación 
entre las Comunidades Autónomas necesi-
tarán la autorización de las Cortes Genera-
les». A pesar de su deficiente redacción, 
este precepto encarna la facultad de coope-
ración interadministrativa a nivel autonómi-
co, dando cumplimiento a los tres princi-
pios fundamentales del Estado de las Auto-
nomías previstos en el artículo 2 de la 
Constitución: unidad, autonomía y solida-
ridad (6). Este artículo clave constituirá, 
por lo tanto, la base jurídica necesaria para 
la cooperación administrativa a nivel auto-
nómico en su vertiente convencional, pro-
porcionando un respaldo constitucional 
expreso del que carecen otras Administra-
ciones territoriales en sus relaciones verti-
cales (como ocurre, por ejemplo, con el 
Estado en sus relaciones de cooperación  
con las Comunidades Autónomas), y, lo 
que es esencial, instaurando una modo ordi-
nario de ejercicio de las competencias pro-
pias como forma alternativa al tradicional 
ejercicio aislado de las mismas (7). 
A nivel legal también existe cobertura 
jurídica para la cooperación interadminis-
trativa a través de la fórmula convencional, 
ahora sí referida a otros Entes territoriales 
diferentes de las Comunidades Autónomas. 
Se trata de los arts. 6 a 8 de la Ley 30/1992, 
de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico 
de las Administraciones Públicas y de Pro-
cedimiento Administrativo Común (en ade-
lante LRJPAC: convenios de colaboración 
entre el Estado y las Comunidades Autóno-
mas) y 57 LRBRL (consorcios y convenios 
entre la Administración estatal o autonómi-
ca y la local). La Ley 4/1999, de modifica-
ción de la LRJPAC introdujo dos noveda-
des relacionadas directamente con los con-
venios interadministrativos. Por un lado los 
denominados «Protocolos Generales» (art. 
6.4), nueva denominación para aquellos 
convenios de colaboración que se limiten a 
establecer pautas de orientación política 
sobre la actuación de cada Administración 
pública en una determinada cuestión de 
interés común, o bien fijen el marco gene-
ral y la metodología para el desarrollo de la 
colaboración interadministrativa en un área 
de interrelación competencial o en un asun-
to de interés mutuo para los sujetos jurídi-
co-públicos suscribientes del convenio. 
La otra novedad son los «Planes y Pro-
gramas conjuntos» (art. 7), que podrán acor-
dar con carácter vinculante la Administra-
ción General del Estado y la Administración 
de las Comunidades Autónomas para el 
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logro de objetivos comunes en materias en 
las que ostenten competencias concurrentes, 
y cuya iniciativa, aprobación, seguimiento y 
evaluación multilateral de su puesta en prác-
tica corresponderá, dentro del respectivo 
ámbito sectorial, a las Conferencias Secto-
riales. Además, estos Planes y Programas 
podrán ser completados mediante convenios 
de colaboración con cada una de ellas que 
concreten aquellos extremos que deban ser 
especificados de forma bilateral (párrafo 
4.2). Su plasmación en materia turística tuvo 
lugar a través del Plan Integral de Calidad 
del Turismo Español (PICTE 2000-2006), 
concretándose su apartado 42 en los conve-
nios para la aplicación de los Planes de 
Excelencia y Dinamización Turística previs-
tos en el mismo. Actualmente se materializa 
en el Plan del Turismo Español Horizonte 
2020, aprobado en el seno del Consejo 
Español del Turismo y de la Conferencia 
Sectorial de Turismo el 8 de noviembre de 
2007. Su aplicación práctica se hará a través 
del Plan de Turismo Español 2008-2012 
que, de una forma mucho más imprecisa que 
su predecesor, apunta a la conclusión de 
convenios para su plasmación efectiva en 
diversos ámbitos. Como ocurrió en el caso 
de los Planes de Excelencia y Dinamización 
Turística, ciertos convenios se materializa-
rán a un nivel inferior al instrumento gene-
ral que los prevé: entre los propios munici-
pios interesados y la administración autonó-
mica. Esta tipología convencional será 
estudiada detenidamente más adelante. 
Para finalizar esta breve referencia los 
convenios celebrados entre el Estado y las 
Comunidades Autónomas, sus efectos están 
regulados con carácter general en el artícu-
lo 8 LRJPAC: 
a) No supondrán en ningún caso la 
renuncia a las competencias propias 
de las Administraciones públicas 
intervinientes; 
b) Obligarán a las Administraciones 
intervinientes desde el momento de su 
firma, salvo que en ellos se dispusie-
se otra cosa; 
c) Deberán ser comunicados al Senado y 
publicados en el Boletín Oficial del 
Estado y en el Diario Oficial de la 
Comunidad Autónoma respectiva; 
d) El conocimiento y competencia de las 
cuestiones litigiosas que surjan en 
torno a su interpretación y cumpli-
miento están atribuidos —sin perjuicio 
de lo establecido en el artículo 6.3 
LRJPAC— a la Jurisdicción Conten-
cioso-administrativa y, en su caso, a 
la competencia del Tribunal Constitu-
cional. 
II. LOS CONVENIOS ENTRE 
COMUNIDADES AUTÓNOMAS 
Esta tipología convencional se inserta 
dentro de la denominada cooperación hori-
zontal, es decir, entre sujetos jurídico-públi-
cos situados en un mismo nivel de la orga-
nización territorial del Estado. Como regla 
general, los principios constitucionales a los 
que deberán atenerse las Comunidades 
Autónomas en la conclusión de convenios 
de colaboración serán el principio de igual-
dad entre éstas, el principio de separación 
en el ejercicio de las propias competencias, 
el principio de separación o delimitación 
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territorial entre Comunidades Autónomas, 
el principio de solidaridad interautonómica 
y, como no, el principio de cooperación 
entre Administraciones públicas (8). 
Como se señaló supra, el artículo 145 de 
la Constitución permite la celebración de 
acuerdos entre Comunidades Autónomas. 
Se trata, sin embargo, de una regulación 
meramente instrumental, ya que únicamen-
te establece la posibilidad de que las Comu-
nidades Autónomas celebren entre sí con-
venios de colaboración, pero sin establecer 
absolutamente nada en relación al conteni-
do sustantivo de tales instrumentos (9). Este 
precepto instituye dos requisitos esenciales 
para que tales acuerdos resulten aceptables 
desde el punto de vista constitucional: 
a) que tales acuerdos no supongan en 
ningún caso una federación de Comu-
nidades Autónomas; 
b) la comunicación a las Cortes Genera-
les de los convenios celebrados para 
la gestión y prestación de servicios 
propios de las mismas, y la autoriza-
ción previa de las Cortes Generales en 
el caso de «acuerdos de cooperación» 
entre Comunidades Autónomas. 
La doctrina ha estado tradicionalmente 
dividida en relación a la distinción entre 
«convenios para la gestión y prestación de 
servicios propios» y «acuerdos de coopera-
ción» a los que alude la norma constitucio-
nal. En primer lugar estaría un sector doc-
trinal que se basa en el criterio competen-
cial, reduciendo la cuestión al grado de 
pertenencia a la Comunidad Autónoma de 
la competencia objeto del convenio y, en  
concreto, al significado del término «pro-
pio» que adjetiva a los servicios cuya ges-
tión y prestación se coordinan a través de 
tales acuerdos. De esta opinión son autores 
como Cano Bueso (10), Rivero Ysern (11) 
o Santolaya Machetti (12), para los que el 
convenio tiene por objeto aquellas compe-
tencias propias de las Comunidades Autó-
nomas (tanto exclusivas como comparti-
das), mientras que el ámbito reservado a los 
acuerdos de cooperación serán aquellas 
materias que aún siendo competencia del 
Estado hayan sido delegadas a las Comuni-
dades Autónomas utilizando la vía prevista 
en el artículo 150.2 de la Constitución. 
La postura doctrinal contraria se decanta 
por atender al contenido del convenio, cen-
trando su atención en el significado de la 
expresión «gestión y prestación de servi-
cios». Para estos autores, entre los que están 
Menéndez Rexach (13), Albertí Rovira (14), 
Entrena Cuesta (15) o Terrón Montero y 
Cámara Villar (16), tal expresión alude a 
cualquier actividad administrativa de las 
Comunidades Autónomas, ya que basta con 
que el objeto del convenio sea la gestión o la 
prestación de servicios atribuidos a éstas, 
abarcando prácticamente cualquier activi-
dad ejecutiva de las Comunidades Autóno-
mas en el ejercicio de sus competencias pro-
pias. Este criterio es por ello demasiado 
amplio y tampoco resulta muy útil a la hora 
de diferenciar entre convenios para la pres-
tación y gestión de servicios propios de 
estas Administraciones públicas y acuerdos 
de cooperación. Según este sector doctrinal, 
no sería posible pensar en verdaderos con-
venios cuyo objeto consista en una actividad 
no administrativa (únicamente los pactos 
políticos, que no son auténticos convenios 
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interadministrativos en sentido estricto). Por 
tal razón, la categoría de los «acuerdos de 
cooperación» tendrá un carácter absoluta-
mente residual, lo que demuestra el insigni-
ficante número de convenios de este tipo 
suscritos hasta el momento (17). 
Estas dificultades y diferencias de opi-
nión a la hora de determinar con claridad 
qué acuerdos de los celebrados entre las 
diferentes Comunidades Autónomas deben 
ser considerados como convenios sobre 
prestación y gestión de servicios propios y 
cuáles acuerdos de cooperación ponen de 
manifiesto una vez más las deficiencias del 
artículo 145.2 CE, abriendo la puerta a otras 
críticas (18), como la que señala que la 
remisión prevista por este precepto es tan 
amplia que hace imposible su cumplimien-
to, ya que los Estatutos de Autonomía no 
pueden abarcar todos los extremos que deja 
pendientes la Constitución (supuestos de 
servicios propios, todos sus requisitos y 
todos los términos en los que dichos conve-
nios podrán celebrarse); o la que pone de 
manifiesto la existencia de ciertos elemen-
tos contradictorios en su redacción, ya que 
aunque la redacción constitucional haga 
parecer que la categoría residual es la de los 
acuerdos de cooperación —al utilizar la 
expresión «En los demás supuestos»—, en 
términos constitucionales la categoría resi-
dual es realmente la de los convenios para 
la prestación y gestión de servicios propios. 
En tal sentido, a falta de regulación estatu-
taria de este fenómeno deberá entenderse 
que no son posibles los convenios en senti-
do estricto, ya que la Constitución abre a los 
Estatutos de Autonomía la posibilidad de 
regular su régimen jurídico básico —supues-
tos, requisitos y términos—, debiendo califi- 
car los compromisos entre Comunidades 
Autónomas como meros «acuerdos de coo-
peración», sujetándose por ello a la previa 
autorización de las Cortes Generales (19). 
Los convenios entre Comunidades Autó-
nomas son mucho menos frecuentes en la 
práctica que los convenios entre el Estado y 
las Comunidades Autónomas (cooperación 
vertical). Y aunque ciertos autores hagan 
responsable de esta situación a las deficien-
cias evidentes del artículo 145.2 CE (20), 
otros (21) consideran que las diferencias 
cuantitativas entre ambas figuras conven-
cionales se deben a varias causas, entre las 
que figuran algunas de índole política, 
como el escaso conocimiento recíproco de 
las diferentes Comunidades Autónomas al 
iniciarse el proceso autonómico, así como 
cierta desconfianza tanto entre las Comuni-
dades Autónomas como por parte del poder 
central con respecto a las iniciativas que 
pudieran realizar aquéllas sin contar con su 
participación/supervisión, primando hasta 
el momento la afirmación de la singularidad 
e identidad de cada Comunidad Autónoma 
frente a las demás por encima de la alianza 
en pos de sus intereses comunes. Desde el 
punto de vista estrictamente jurídico, la 
razón de la escasa utilización de este instru-
mento de cooperación horizontal habría de 
buscarse en la excesiva rigidez con que han 
regulado este fenómeno tanto la Constitu-
ción como los diferentes Estatutos de Auto-
nomía, lo que ha provocado que las Admi-
nistraciones autonómicas hayan huido de 
los rigurosos y complejos controles parla-
mentarios previstos en ambos textos, optan-
do por otras fórmulas cooperativas —institu-
cionalizadas o no— mucho más sencillas y 
flexibles (22). 
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A pesar del enorme potencial que los 
acuerdos interautonómicos poseen en mate-
ria turística, éstos se encuentran práctica-
mente inéditos, desperdiciando una muy 
buena oportunidad para que Comunidades 
Autónomas de una misma área geográfica 
—o incluso de distintas áreas geográficas, 
pero con recursos turísticos complementa-
rios— pongan en común medios humanos, 
económicos e infraestructuras con la finali-
dad de mejorar sus respectivas ofertas turís-
ticas. Así, por ejemplo, serían muy intere-
santes los acuerdos en materia de vías de 
comunicación que pongan en contactos 
diferentes núcleos y áreas turísticas (vías de 
comunicación para el tráfico rodado, ferro-
carriles, transporte marítimo, etc.), o éstas 
con los principales centros de recepción de 
turistas (aeropuertos, puertos, zonas fronte-
rizas, etc.). También los acuerdos mera-
mente promocionales, en los que se de a 
conocer de forma recíproca la oferta turísti-
ca de las demás partes del convenio, crean-
do una corriente de visitantes multidireccio-
nal que redundará en beneficio de todas 
ellas. Con estos instrumentos las Comuni-
dades Autónomas interesadas en colaborar 
con las de su entorno podrían crear siner-
gias capaces de aumentar su oferta turística 
de una forma mucho más eficiente y eficaz 
que a través de esfuerzos aislados. Uno de 
los escasos ejemplos de este tipo de conve-
nios se publicó mediante la Ley de La Rioja 
7/2010, de 29 de septiembre, por la que se 
aprueban varios convenios de colaboración 
con otras Comunidades Autónomas para el 
establecimiento-de programas de actuación 
conjunta en diversas materias. En su Anexo 
III se recoge el convenio suscrito con las 
Comunidades Autónomas de Cataluña, 
Andalucía, Valencia, Aragón, Castilla-La 
Mancha, Baleares y Castilla y León para la 
definición de actuaciones comunes en 
materia turística que contribuyan a aunar 
esfuerzos e impulsar el sector turístico en 
sus respectivos territorios, generando siner-
gias positivas entre éstas (23). 
III. LAS CORPORACIONES 
LOCALES EN ESTE TIPO 
DE CONVENIOS 
La norma fundamental para ordenar jurí-
dicamente las relaciones voluntarias entre 
el Estado o las Comunidades Autónomas y 
las Corporaciones locales —o de éstas entre 
sí— es la Ley 7/1985, de 2 de abril, Regula-
dora de las Bases del Régimen Local y, en 
concreto, su artículo 57, que permite la coo-
peración económica, técnica y administrati-
va entre dichas Administraciones públicas 
tanto en servicios locales como en asuntos 
de interés común, mostrando un interés pre-
eminente por la figura de los consorcios o 
convenios administrativos. Por otra parte, 
este precepto también instituye ciertos 
deberes de información entre las diferentes 
entidades territoriales, al establecer en su 
párrafo segundo que «De acuerdo con la 
cooperación formalizada por algunas de 
estas Administraciones se dará comunica-
ción a aquellas otras que, resultando inte-
resadas, no hayan intervenido en el mismo, 
a los efectos de mantener una recíproca y 
constante información». Lo exiguo de este 
precepto —limitado prácticamente a este 
deber de información a posteriori de los 
convenios concluidos— hace que resulte 
imprescindible acudir a los preceptos que 
regulan en concreto las relaciones interad-
ministrativas de los Entes locales, y que no 
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son otros que los citados artículos 6 a 8 
LRJAPAC. 
La regulación jurídica de la cooperación 
interadministrativa en la LRBRL está pre-
vista en diversos artículos. Dentro de este 
conjunto de preceptos, el artículo 57.1 
LRBRL abre la puerta a diferentes técnicas 
de cooperación interadministrativa que tie-
nen como objetivo principal paliar las defi-
ciencias económicas o técnicas de las Enti-
dades locales (24). Tales técnicas o meca-
nismos de cooperación interadministrativa 
son los siguientes (25): 
a) mecanismos de información (comuni-
cación, previa petición, de los datos o 
extremos que afecten a competencias 
compartidas; comunicación de oficio 
de los acuerdos de cooperación, con-
venios y consorcios suscritos, etc.); 
b asesoramiento técnico o administrati-
vo para solucionar los problemas que 
puedan plantearse, que generalmente 
se instrumentará a través de un infor-
me; 
c) asistencia técnica mediante la elabo-
ración de estudios y proyectos de eje-
cución de obras, prestación de servi-
cios o cualquier otra actividad propia 
o común con las Entidades locales 
(vid. art. 62 TRRL); 
d) ayuda financiera mediante subvencio-
nes para la ejecución de obras o pres-
tación de servicios locales; 
e) convenios de colaboración para el 
desarrollo de competencias comparti- 
das (económicos, técnicos o adminis-
trativos); 
f) constitución de consorcios, manco-
munidades de municipios y socieda-
des privadas; 
g) delegación de la ejecución material de 
competencias estatales o autonómicas 
y gestión ordinaria de L.oinpetencias 
autonómicas por parte de las Diputa-
ciones Provinciales (vid. art. 8 
LRBRL). 
Las Entidades locales estarán sometidas 
tanto a límites generales como a límites con-
cretos a la hora de celebrar convenios inte-
radministrativos (26). El límite general ven-
dría impuesto por el artículo 103.1 de la 
Constitución, que condiciona toda la activi-
dad administrativa a la satisfacción del inte-
rés público, incluyendo, como no podía ser 
de otro modo, la celebración de convenios 
entre Administraciones públicas. En cuanto a 
los límites específicos, el artículo 57 LRBRL 
acota el ámbito de celebración de convenios 
interadministrativos a los «servicios locales» 
y a «asuntos de interés común», respetando 
las «formas» y «en los términos previstos en 
las leyes», y con el objetivo expreso de servir 
de instrumento para la cooperación económi-
ca, técnica y administrativa entre la Adminis-
tración local y las Administraciones del Esta-
do y de las Comunidades Autónomas. Asi-
mismo, deberán respetarse los límites a la 
actividad convencional de las Administracio-
nes públicas previstas en la LRJCAP y en la 
normativa reguladora de la contratación 
pública (Ley 30/2007, de 30 de octubre, de 
Contratos del Sector PúblicolLCSP y nor-
mativa de desarrollo). 
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A pesar de que el artículo 57 LRBRL 
parezca circunscribir la capacidad conven-
cional de los Entes locales al marco estable-
cido por la legislación específica, la doctri-
na mayoritaria, entre los que pueden citarse 
a Montoro Chiner (27), Martín Huerta (28), 
Fernández Farreres (29) o González-Antón 
Álvarez (30), opina que el Ordenamiento 
Jurídico español reconoce la capacidad 
general de las Administraciones públicas 
para celebrar convenios interadministrati-
vos (vid. el art. 25 LCSP), sin necesitar una 
habilitación legal específica para ello, siem-
pre que se mantengan dentro de su propio 
ámbito competencial reservado constitucio-
nalmente. Otro límite a la capacidad con-
vencional de los Entes locales vendrá 
impuesto por el propio principio o deber de 
colaboración con las restantes Administra-
ciones públicas previsto en el texto consti-
tucional, que deberá respetar asimismo el 
sub-principio de lealtad institucional o 
recíproca, y sin perder nunca de vista el 
carácter eminentemente voluntarista de esta 
institución jurídica. 
Las Entidades locales pueden celebrar 
convenios con otras Administraciones 
públicas, tanto territoriales (Administración 
General del Estado, Comunidades Autóno-
mas y otros Entes locales) como institucio-
nales (Organismos Autónomos, consorcios, 
mancomunidades de municipios, etc.); por 
lo que a nivel local existen tanto convenios 
horizontales como verticales. Los conve-
nios entre el Estado y las Corporaciones 
locales fueron los más populares hasta la 
creación del Estado de las Autonomías, 
siendo objeto de una regulación algo más 
específica que los celebrados con otras 
Administraciones públicas (vid. ad exem- 
plum los arts. 61, 62 y ss., 70 y 84.3 del 
Real Decreto Legislativo 781/1986, de 18 
de abril, por el que se aprueba el Texto 
Refundido de las Disposiciones Legales 
vigentes en materia de Régimen Local! 
TRRL). Como ejemplo de esta modalidad 
convencional pueden citarse, en el ámbito 
turístico, el Convenio de Colaboración 
entre el Ministerio de Economía y Hacien-
da, la Consejería de Cultura, Comunicación 
Social y Turismo de la Xunta de Galicia, la 
Diputación provincial de Orense, los Ayun-
tamientos de Pobra de Trives, Manzaneda, 
San Juan del Río y Chandrexa de Queixa, y 
la Asociación de Empresarios de la Comar-
ca de Trives, con el objetivo de desarrollar 
un Plan de Dinamización Turística en la 
Comarca de «Tierra de Trives» (Resolución 
de la Dirección General de Turismo de 29 
de octubre de 1999). Al igual que ocurre 
con los Planes de Dinamización Turística, 
también los Planes de Excelencia Turística 
se articulan mediante la firma de un conve-
nio de colaboración entre las tres Adminis-
traciones públicas implicadas —Estado, 
Comunidad Autónoma y Municipio—, que 
aportarán una financiación paritaria a los 
proyectos seleccionados. 
Los convenios entre las Entidades loca-
les y las Comunidades Autónomas tienen 
obviamente una tradición mucho más 
reciente en la práctica de las relaciones inte-
radministrativas, habiéndose multiplicado 
en los últimos tiempos. En la actualidad la 
práctica totalidad de las Administraciones 
de ámbito local ha celebrado convenios con 
la Comunidad Autónoma a la que pertenece 
en muy diversos ámbitos. La normativa 
autonómica sobre régimen local suele con-
tener algunas previsiones concretas sobre 
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este tipo de convenios, que en cualquier 
caso respetan las previsiones generales con- 
tenidas en la normativa local de carácter 
básico, LRJPAC y LCSP (31). Lo mismo 
ocurre con ciertas normas sectoriales de 
ámbito autonómico (32). Incluso, alguna 
norma ha llegado a prever la posibilidad de 
celebración de convenios interadministrati-
vos entre mancomunidades de municipios y 
Comunidades Autónomas (vid. art. 86 de la 
Ley 7/999, de 9 de abril, de Administración 
Local de Aragón). Esta modalidad conven-
cional está tomando una gran importancia 
en materia turística, fundamentalmente a 
partir de la creación de la figura del Muni-
cipio Turístico por la normativa autonómi-
ca, y se prevé que aumente en el futuro 
inmediato, al tratarse de las Administracio-
nes públicas implicadas más de cerca en el 
desarrollo turístico de su territorio. Tanto la 
figura del Municipio Turístico como los 
convenios celebrados en su seno serán ana-
lizados en el epígrafe siguiente. 
En cuanto a los convenios de coopera-
ción dentro del ámbito local, existen tanto 
convenios verticales (celebrados por Enti-
dades locales de diferente nivel, por ejem-
plo un municipio y una Diputación provin-
cial o un Cabildo Insular) como convenios 
horizontales (del mismo nivel, como los 
celebrados entre municipios). Dentro de los 
convenios verticales de ámbito local desta-
can por su número los celebrados entre 
Diputaciones provinciales y municipios, lo 
cuál es comprensible dada la función esen-
cial de apoyo que poseen las provincias con 
respecto a los municipios y demás Entida-
des locales menores (art. 36 LRBRL). 
Supuestos específicos de convenios entre 
las Diputaciones provinciales y los munici- 
pios están previstos en la normativa autonó-
mica de régimen local (33). Lo mismo suce-
de con ciertos convenios entre los munici-
pios y las Entidades locales menores 
(parroquias, caseríos, aldeas, barrios, 
anteiglesias, concejos, pedanías, etc.). 
Incluso, aunque es una práctica absoluta-
mente polémica, se han llegado a concluir 
convenios de cooperación entre municipios 
de diferentes Comunidades Autónomas. En 
materia turística abunda esta tipología con-
vencional, concluyéndose mayoritariamen-
te entre los Ayuntamientos y sus respecti-
vas Diputaciones Provinciales, como el sus-
crito entre la Diputación Provincial de 
Valladolid y el Ayuntamiento de Olmedo 
para rebajar el precio de las entradas para 
visitar el parque de maquetas de Olmedo y 
el museo de las villas romanas de Almena-
ra el 16 de febrero de 2004; o más reciente-
mente —junio de 2010— el suscrito entre la 
Diputación de Vizcaya y el Ayuntamiento 
de Bilbao para promocionar el turismo de 
ocio y negocios en la zona. 
IV. UN EJEMPLO PARADIGMÁTICO 
DE ESTA FIGURA: 
LOS CONVENIOS CON 
«MUNICIPIOS TURÍSTICOS» 
La figura del Municipio Turístico fue 
introducida por la legislación autonómica 
hace poco más de una década, y actualmen-
te está prevista en la normativa sectorial de 
varias Comunidades Autónomas como 
Andalucía, Canarias, Aragón, Valencia, 
Navarra, Cataluña o Cantabria, entre otras. 
Haciendo abstracción de las particulares de 
cada territorio, se puede definir al Munici-
pio Turístico como un instrumento jurídico 
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autonómico cuya declaración formal impli-
ca el reconocimiento de una serie de dere-
chos —esencialmente económicos— y obliga-
ciones para aquellos municipios capaces de 
acreditar un determinado umbral de activi-
dad turística en su término municipal. A 
pesar de que su regulación es diferente en 
cada una de las Comunidades Autónomas 
en las que existe, es posible sintetizar una 
estructura común a todas ellas a partir de los 
diversos requisitos previos y elementos de 
valoración previstos en la normativa turísti-
ca autonómica. Los «requisitos previos» 
básicos para el conjunto de regulaciones de 
este fenómeno son dos: a) Un volumen de 
población turística superior a su población 
de derecho/residentes; y b) Un número de 
alojamientos turísticos y/o de segundas 
residencias superior al de viviendas de resi-
dencia habitual. 
Por lo que se refiere a los «elementos de 
valoración», que como su propio nombre 
indica serán enjuiciados de forma discrecio-
nal por los órganos encargados de instruir el 
procedimiento para la declaración de este 
régimen excepcional, son mucho más hete-
rogéneos que las anteriores. Entre las más 
frecuentes pueden citarse: a) El esfuerzo 
municipal —recogido en sus presupuestos—
en relación con la promoción, los servicios 
y las infraestructuras directa e indirecta-
mente relacionadas con la actividad turísti-
ca; b) La relevancia de los recursos turísti-
cos existentes en su término municipal; c) 
La existencia de un planeamiento urbanísti-
co adecuado, prestando especial atención al 
respeto a ciertos estándares urbanísticos, 
como el sistema de espacios libres, las dota-
ciones públicas y las zonas verdes; d) La 
adopción de medidas de defensa y restaura- 
ción del patrimonio histórico-artístico, cul-
tural y urbano; e) La adopción de medidas 
de defensa y conservación del entorno 
medioambiental y paisajístico; f) La exis-
tencia de oficinas de información turística 
adecuadamente señalizadas y equipadas 
para su función; o g) La existencia de pla-
nes de accesibilidad para la supresión de 
barreras arquitectónicas, urbanísticas y de 
transporte. 
Los principales efectos jurídicos apareja-
dos a la declaración de un Municipio Turís-
tico son, con carácter general: 
a) Incorporación de criterios de calidad 
para la gestión de las empresas y ser-
vicios turísticos; 
b) Acceso preferente a las medidas de 
fomento y promoción previstas en los 
planes y programas de naturaleza 
turística a cargo de las Administracio-
nes provincial y/o autonómica; 
c) Celebración de convenios de colabo-
ración con las Administraciones auto-
nómicas en orden a compensar econó-
micamente la mayor onerosidad en la 
prestación de los servicios públicos 
derivada de su carácter turístico; 
d) Prestación de servicios públicos rela-
cionados con la actividad turística 
exorbitantes con respecto al régimen 
jurídico municipal ordinario. 
De todos estos efectos el más importan-
te, tanto cuantitativa como cualitativamen-
te, es la celebración de convenios de cola-
boración con la Administración autonómi- 
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ca. Y es que, salvo en contadas ocasiones 
—como es el caso de las Comunidades Autó- 
nomas de Murcia y Navarra— (34), la con-
secuencia fundamental aparejada a la decla-
ración de un municipio como «Turístico» es 
la habilitación expresa para concluir conve-
nios de colaboración con la Administración 
autonómica. Estos convenios tienen como 
finalidad principal compensar el mayor 
esfuerzo económico al que este tipo de 
municipios se ven sometidos por su condi-
ción de turísticos, aportando financiación 
adicional para aquellos servicios públicos e 
infraestructuras vinculadas directa e indi-
rectamente con la actividad turística, con el 
objetivo último de aumentar la «calidad 
integral» de los recursos turísticos oferta-
dos por los municipios solicitantes de este 
régimen especial y, por extensión, de toda 
la Comunidad Autónoma. Existe pues un 
doble compromiso por parte de los munici-
pios declarados Turísticos y la Administra-
ción turística autonómica: por un lado, el 
compromiso de la Administración autonó-
mica de dotarles de mayores recursos eco-
nómicos a cambio de su contribución al 
desarrollo de una actividad esencial para su 
economía como es la industria turística; y, 
por otro lado, el compromiso de los Muni-
cipios Turísticos de destinar la ayuda eco-
nómica recibida a mejorar la calidad inte-
gral de la oferta turística ofertada en su 
ámbito territorial. 
Con carácter general, los convenios de 
colaboración en materia de Municipios 
Turísticos fijan, por un lado, los compromi-
sos adquiridos por parte tanto de la Admi-
nistración turística como de la municipal y, 
por el otro, el montante total de ayuda 
financiera destinada a mejorar la calidad de 
los servicios e infraestructuras turísticas en 
cada uno de los periodos en los que se frag-
mente la vigencia del mismo (35). Una vez 
concluido el convenio, y durante su vigen-
cia, los Municipios Turísticos presentarán 
sus proyectos a un órgano ad hoc creado en 
su seno, de naturaleza mixta, y entre cuyas 
atribuciones estará la aprobación y finan-
ciación de aquellos proyectos municipales 
que considere útiles para alcanzar los obje-
tivos fijados en el texto del convenio. A este 
órgano también le corresponderá, con 
carácter general. la programación de la eje-
cución de los proyectos aprobados a lo 
largo de los periodos prefijados en el con-
venio, la fijación de los criterios necesarios 
para dicha ejecución, el seguimiento y veri-
ficación de su cumplimiento y adecuación a 
los objetivos y criterios establecidos, así 
como la eventual penalización por incum-
plimiento. De este modo, la iniciativa muni-
cipal no termina con la solicitud de su 
declaración como Municipio Turístico, ni 
siquiera con la conclusión del subsiguiente 
convenio de colaboración interadministrati-
va con la Administración turística autonó-
mica, sino que debe mantenerse activa 
durante toda la vigencia de éste, elaboran-
do, presentando y ejecutando aquéllos pro-
yectos que considere adecuados para la 
mejora de la calidad global de su oferta 
turística (36). 
V. LOS CONVENIOS DE 
COOPERACIÓN FINANCIERA 
EN MATERIA TURÍSTICA 
En este tipo de convenios una Adminis-
tración pública se compromete a prestar 
ayuda financiera a otra para el correcto ejer- 
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cicio de las competencias legalmente atri-
buidas a esta última. Será por tanto una 
financiación condicionada, ya que los 
medios económicos que la Administración 
financiadora (generalmente la superior 
desde el punto de vista territorial, esto es, el 
Estado (37) con respecto a las Comunida-
des Autónomas y éstas con respecto a las 
Corporaciones locales) allega a la financia-
da quedarán vinculados necesariamente al 
cumplimiento de los objetivos previstos en 
el convenio (38). Para entender la proble-
mática inherente a los convenios interadmi-
nistrativos para la prestación de ayuda 
financiera en el ámbito local, la doctrina 
(39) considera que debe partirse necesaria-
mente de los principios constitucionales de 
autonomía local y de suficiencia financiera 
de los Entes locales. Como es sabido, el 
segundo de los principios citados exige la 
suficiencia de las Haciendas locales, pero 
no que tal suficiencia deba provenir en 
exclusiva de sus recursos propios (40), aun-
que sí exija que al menos una parte de los 
recursos de los Entes locales provengan de 
ingresos patrimoniales y de tributos locales 
sobre los que tengan la potestad para fijar la 
cuota o el tipo impositivo dentro del marco 
legalmente establecido. Asimismo, los 
Entes locales deben de gozar de libertad a la 
hora de disponer de sus recursos propios en 
el ejercicio de sus competencias, sin inter-
ferencias o condicionamientos externos. 
Lo que pretenden la Constitución Espa-
ñola y la Carta Europea de Autonomía 
Local (art. 9) al exigir que al menos una 
parte de los ingresos locales provengan de 
recursos propios es garantizar su autonomía 
financiera real, impidiendo que el grueso de 
la financiación provenga de transferencias  
de otras Administraciones como el Estado o 
las Comunidades Autónomas, e impidiendo 
por lo tanto que la financiación de los Entes 
locales esté condicionada por decisiones 
ajenas al ámbito estrictamente local (41), lo 
que puede suponer la alteración del poder 
político de forma subrepticia, o, a veces, 
absolutamente descarada (42). Por tal 
razón, aunque no resulte imposible la con-
clusión de convenios entre los Entes locales 
y el Estado o las Comunidades Autónomas 
para la prestación de ayuda financiera vin-
culada a proyectos concretos —como la 
financiación de determinado servicio públi-
co o la construcción o rehabilitación de 
ciertos inmuebles y equipamientos públi-
cos—, en principio tales subvenciones no 
deberían concederse para financiar proyec-
tos específicos, como tampoco sería admisi-
ble que como contraprestación a la ayuda 
financiera prestada, el Ente local se viese 
obligado a permitir la injerencia de la 
Administración financiadora en el ejercicio 
de dicha actividad —v.gr. la presencia de una 
representante de la Administración subven-
cionadota en la mesa de contratación—, 
como suele ocurrir en la práctica. Lo ideal 
desde el punto de vista del respeto a la auto-
nomía local sería sustituir las subvenciones 
por transferencias presupuestarias incondi-
cionadas (cfr. con la Sentencia del Tribunal 
Constitucional 331/1993, de 12 de noviem-
bre) (43), aunque en puridad ni de la Cons-
titución Española ni de la Carta Europea de 
Autonomía Local pueda extraerse la exigen-
cia de que las transferencias económicas a 
favor de los Entes locales sean totalmente 
incondicionadas (44). 
El Tribunal Constitucional ha aceptado 
la constitucionalidad de las subvenciones 
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condicionadas en base a la configuración de 
la autonomía local como garantía institucio-
nal (45). Para este órgano las subvenciones 
condicionadas que el Estado otorga a favor 
de las Comunidades Autónomas serán 
aceptables siempre que el Estado ostente 
algún título competencial que le habilite 
para ello y además resulte suficiente. El 
Estado no puede, por lo tanto, alterar el 
reparto constitucional de competencias a 
través de la técnica subvencionadora (ins-
trumentada a través de un convenio). Por 
esto, cuando el Estado carezca de título 
competencial suficiente únicamente podrá 
otorgar subvenciones incondicionadas y 
viceversa, cuando posea un título compe-
tencial suficiente tendrá la posibilidad de 
condicionar las subvenciones que otorgue a 
un servicio o proyecto concreto (por ejem-
plo, cuando le correspondan las bases, la 
legislación o la coordinación sobre deter-
minada materia). Sin embargo, tal condicio-
namiento deberá dejar en todo caso cierto 
margen de decisión a la Administración 
subvencionada en relación a la aplicación 
de los fondos obtenidos (46). 
En el ámbito autonómico, la financia-
ción condicionada se configura como una 
vía excepcional de financiación, únicamen-
te permitida por la Ley Orgánica de Finan-
ciación de las Comunidades Autónomas 
(LOFCA) en sus artículos 15 y 16 (47) 
(transferencias del Fondo de Cooperación 
Interregional, instrumentalizadas mediante 
acuerdos entre las Cortes Generales y las 
Comunidades Autónomas; y las «asigna-
ciones complementarias>,  previstas en los 
Presupuestos Generales del Estado). A 
pesar de ello, el Estado pronto erigió 
medios de financiación condicionada alter- 
nativos a los permitidos por la LOFCA, a 
través de ayudas directas a las Comunida-
des Autónomas en materias reconocidas 
expresamente como de la competencia de 
éstas. Esta práctica fue avalada por el Tri-
bunal Constitucional (48), al entender que 
el Estado puede incluir dotaciones presu-
puestaria vinculadas al fomento y la sub-
vención de actividades aunque éstas no 
sean de su competencia, sino de las Comu-
nidades Autónomas, en base a otros precep-
tos constitucionales que lo legitiman para 
disponer de su presupuesto en la acción 
social o económica (los «Principios recto-
res de la política social y económica» pre-
vistos en la Constitución). Sin embargo, 
más allá de la asignación de créditos con-
cretos de los Presupuestos Generales a 
determinadas ayudas en materia de acción 
social o económica, el Estado deberá some-
terse, en lo que respecta a la regulación nor-
mativa de las condiciones y criterios de 
concesión de tales ayudas y subvenciones, a 
las reglas constitucionales de reparto de 
competencias en la materia concreta sobre 
la que recaiga la ayuda (servicios públicos, 
medio ambiente, turismo, vivienda, cultura, 
sanidad, etc.), ya que esta facultad de gasto 
o financiación no constituye título compe-
tencial autónomo al margen de la distribu-
ción constitucional de competencias, y el 
fomento de estas materias deberá hacerse 
en todo caso «a través de» y no «a pesar 
de» los sistemas de reparto competencial 
articulados en el bloque de la constituciona-
lidad (49). 
En relación a la utilización del convenio 
interadministrativo como instrumento para 
la concesión de ayudas y subvenciones, la 
opinión del Tribunal Constitucional es dife- 
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rente según se trate de materia exclusivas de 
las Comunidades Autónomas o de materias 
sobre las que el Estado posea algún título 
competencial (bases, legislación o coordi-
nación) (50). En el primer supuesto, los 
convenios no podrán servir en ningún caso 
para que el Estado recupere competencias 
totalmente descentralizadas, ni podrá con-
dicionarse la transferencia de fondos a la 
celebración de tales convenios, sino que 
únicamente podrán servir para facilitar la 
puesta a disposición de las Comunidades 
Autónomas de los fondos destinados a su 
subvención previstos genéricamente en los 
Presupuestos Generales del Estado, verifi-
cándose por parte del Estado que el «pro-
yecto de actuaciones» (cuya elaboración 
corresponde a las Comunidades Autóno-
mas) se ajuste a las previsiones genéricas 
contenidas en la Ley presupuestaria (51). 
Por el contrario, cuando el Estado posea 
algún título competencia] básico, legislati-
vo o coordinador sobre la materia objeto de 
subvención, la finalidad del convenio será 
muy distinta, ya que el Estado podrá optar 
por utilizar este instrumento (en la modali-
dad de convenios-programas) para estable-
cer los requisitos y condiciones de conce-
sión de las ayudas financieras (en vez de 
hacerlo mediante norma jurídica, que cons-
tituye la regla general) hasta donde llegue el 
título competencial en que se apoye, condi-
cionando la transferencia de los fondos a la 
suscripción del «convenio-programa» por 
parte de las Comunidades Autónomas inte-
resadas. 
En cualquier caso, la Administración 
financiadora no podrá reservarse mediante 
convenio determinadas competencias de 
ejecución que vayan más allá de sus com- 
petencias sobre la materia, incluyendo las 
bases, legislación y coordinación (como 
puede ser su otorgamiento directo o el pago 
de parte de las subvenciones), ni utilizar 
dicho instrumento para reconocerse con-
tractualmente a su favor derechos de inje-
rencia sobre la competencia de la Adminis-
tración financiada (reservas de autoriza-
ción, informes vinculantes, derechos de 
veto, etc.), que ésta deberá ejercer con inde-
pendencia a pesar del auxilio financiero 
recibido; ni tampoco imponer durante el 
proceso de negociación un determinado 
clausulado a la Administración subvencio-
nada que configure materialmente la activi-
dad financiada, cuando ello vaya más allá 
del título competencial sobre bases, legisla-
ción o coordinación que posea la Adminis-
tración subvencionadora sobre la materia 
competencia de la Administración financia-
da (Estado y Comunidades Autónomas, en 
este caso concreto, aunque podría aplicarse 
a cualquier relación análoga) (52). 
Algunos autores, como González-Antón 
Álvarez (53) y, sobre todo, Mendiola Erko-
reka (54), han criticado la utilización de los 
convenios interadministrativos como ins-
trumentos para la concesión de subvencio-
nes con carácter general. Para estos autores 
el empleo de los convenios como instru-
mento para concertar la financiación entre 
Administraciones públicas puede suponer 
una ingerencia inaceptable en el ámbito de 
autonomía de las Administraciones subven-
cionadas, además de atentar contra los prin-
cipios de publicidad, concurrencia y objeti-
vidad en el reparto de ayudas económicas, y 
vulnerar la igualdad entre Entes públicos, 
generando situaciones en las que, en 
supuestos de hecho idénticos, unas entida- 
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des reciban ayudas financieras y otras no, 
produciéndose claros supuestos de discri-
minación entre sujetos jurídico-públicos. 
La problemática de las subvenciones 
condicionadas tiene una gran importancia 
en el ámbito turístico en general, y, particu-
larmente, en la figura del Municipio Turís-
tico ya que, como se comprobó al analizar 
su régimen jurídico, su sistema de financia-
ción consiste mayoritariamente en subven-
ciones de este tipo a cargo de la Adminis-
tración autonómica. Así por ejemplo, la 
financiación de los Municipios Turísticos 
andaluces se articula a través de la firma de 
convenios de colaboración entre éstos y la 
Administración autonómica (55). La finali-
dad de estos acuerdos no es otra que esta-
blecer los requisitos que sirvan de paráme-
tros generales para enjuiciar la validez de 
los proyectos presentados por los Munici-
pios Turísticos en aras a su financiación. En 
tal sentido, únicamente se financiarán aque-
llos proyectos aprobados en base al conve-
nio suscrito entre el Municipio Turístico y 
la Administración autonómica, quedando 
tal financiación vinculada al cumplimiento 
de los objetivos previstos en el convenio. 
Por otra parte, la Administración autonómi-
ca formará parte de la llamada Comisión de 
Seguimiento del convenio, órgano mixto al 
que corresponde —entre otras funciones—
decidir en el primer trimestre a partir de la 
firma de los convenios que actuaciones 
serán financiadas con cargo a los importes 
máximos establecidos en cada uno de ellos; 
programar la ejecución de los diferentes 
proyectos financiados, determinar los crite-
rios para su realización y verificar su ejecu-
ción y adecuación a los fines perseguidos. 
Y es que la naturaleza condicional de la  
financiación de los Municipios Turísticos 
andaluces es reconocida expresamente en 
los propios convenios, que aclaran que 
todas las actuaciones comprometidas por 
los Ayuntamientos de los Municipios Turís-
ticos tendrán la consideración de «condi-
ción» de la concesión de la subvención a los 
efectos establecidos en el artículo 112 d) de 
la Ley 5/1983, de 19 de julio, General de la 
Hacienda Pública de la Comunidad Autó-
noma de Andalucía (56). _ 
VI. LOS CONVENIOS DE 
COOPERACIÓN NO 
FINANCIERA 
Los convenios de cooperación interadmi-
nistrativa no financiera se dividen, como se 
ha apuntado ya, en varias modalidades: con-
venios sobre intercambio de información 
entre Administraciones públicas, convenios 
que tienen como objetivo la asistencia mate-
rial de unas Administraciones a otras para la 
correcta prestación de sus cometidos y con-
venios para el auxilio técnico (bien a través 
de la realización de estudios, estadísticas o 
proyectos en beneficio de la Administración 
auxiliada; bien mediante la cesión temporal 
de personal técnico cualificado a otras 
Administraciones públicas para que colabo-
ren con éstas en la correcta realización de sus 
competencias propias). Esta modalidad con-
vencional debe distinguirse de la denomina-
da «encomienda interadministrativa» debido 
a que, mientras que en los convenios de coo-
peración no financiera la ayuda prestada por 
una de las Administraciones públicas a otra u 
otras se hace de forma ocasional, directa-
mente entre Administraciones —de forma 
interna— y sin efectos directos para terceros, 
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venir la exigencia constitucional de que 
cualquier transferencia de competencias 
entre el Estado y las Comunidades Autóno-
mas se realice mediante norma de rango 
legal. A pesar de ello, existen numerosos 
casos en los que las Administraciones 
públicas han pretendido transferir compe-
tencias a otras utilizando la vía del acuerdo 
de voluntades, generalmente en materia de 
patrimonio cultural. 
Sin embargo, existe otra modalidad de 
convenio interadministrativo equivalente a 
los de transferencia competencial, y que 
consiste en el reconocimiento, a favor de 
una de las partes participantes en el acuer-
do, de una serie de derechos de injerencia 
en la realización de tareas que continúan 
siendo competencia de la otra u otras partes. 
Esta injerencia puede adoptar múltiples for-
mas, como pueden ser la de informe vincu-
lante, reservas de autorización o consenti-
miento, capacidad de veto, etc., y tiene 
lugar habitualmente en el marco de los con-
venios cuyo objeto es la prestación de 
ayuda financiera para la correcta realiza-
ción de tareas ajenas, aunque no es ni 
mucho menos el único ámbito donde han 
existido este tipo de cláusulas. Ejemplo de 
esta modalidad convencional sería el acuer-
do suscrito entre el Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social y la Junta de Extremadura 
para la coordinación y cooperación en la 
acción social de los emigrantes y retornados 
(27 de octubre de 1992). 
En el ámbito turístico existen algunos 
supuestos en los que podría existir cierta 
injerencia en las competencias propias de 
una Administración pública por parte de la 
Administración financiadora. Es el caso de  
los convenios de colaboración suscritos 
entre la Administración municipal y auto-
nómica corno consecuencia de la declara-
ción de Municipios Turísticos andaluces, en 
los que la Administración financiadora —la 
Comunidad Autónoma— se reserva un inne-
gable poder de injerencia en los asuntos 
locales —en este caso circunscritas a la 
materia turística— a través de la figura de la 
Comisión de Seguimiento. Este órgano 
mixto se encarga, entre otras funciones, de 
decidir qué proyectos de entre los presenta-
dos por los Municipios Turísticos serán 
financiados con cargo al presupuesto fijado 
en el convenio previamente suscrito. El artí-
culo 4.1 de la Ley 12/1999, de 15 de 
diciembre, de Normas Reguladoras del 
Turismo en Andalucía, atribuye a las Enti-
dades locales andaluzas la competencia 
sobre promoción de sus recursos turísticos 
y fiestas de especial interés, el desarrollo de 
la política de infraestructuras de su compe-
tencia y la gestión de los servicios que les 
correspondan de acuerdo con la normativa 
sobre régimen local, la presente Ley y el 
resto del Ordenamiento Jurídico. Al menos 
en estos ámbitos (58) la Administración 
turística autonómica debería limitarse a fis-
calizar la aplicación efectiva de la ayuda 
económica a los objetivos previstos en el 
convenio, dejando a la Administración local 
libertad absoluta para decidir a qué proyec-
tos en concreto va a aplicar el dinero recibi-
do. Desde este punto de vista, la capacidad 
que se reserva la Administración autonómi-
ca a través de la Comisión de Seguimiento 
para decidir el destino final de la ayuda eco-
nómica resulta una injerencia incompatible 
con la distribución de competencias en 
materia turística entre la Comunidad Autó-
noma y las Entidades locales contenida 
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tanto en la normativa sobre régimen local 
como en la propia legislación autonómica 
ordenadora del turismo. 
VIII. CONVENIOS PARA LA 
CREACIÓN DE ÓRGANOS 
U ORGANIZACIONES MIXTAS 
DE ÁMBITO TURÍSTICO 
Con esta modalidad convencional las 
Administraciones públicas pretenden crear 
un órgano u organización en la que estén 
integrados representantes de todas las par-
tes intervinientes en el acuerdo con la fina-
lidad de realizar una multiplicidad de fun-
ciones, que van desde las de carácter mera-
mente consultivo o deliberante hasta la 
ejecución por organizaciones dotadas de 
personalidad jurídicas de aquellas compe-
tencias que les hayan sido atribuidas con-
sensualmente. Como ocurre en el caso de 
los convenios interadministrativos, también 
en esta materia puede hablarse de organiza-
ciones y órganos mixtos horizontales y ver-
ticales. A pesar de la a priori inagotable 
diversidad de convenios interadministrati-
vos para la creación de órganos mixtos —y 
de los propios órganos mixtos— existentes 
en la práctica jurídico-pública, éstos pueden 
organizarse en tres grqpos o bloques esen-
ciales: convenios para la creación de órga-
nos mixtos de carácter consultivo y delibe-
rante, convenios para la creación de organi-
zaciones comunes de auxilio a las partes y 
convenios para la creación de organizacio-
nes mixtas en sentido estricto (59). 
Como se acaba de comentar, es práctica 
habitual que en los convenios interadminis-
trativos se proponga la creación de un órga- 
no de seguimiento de carácter mixto que 
vele por el correcto cumplimiento de las 
obligaciones asumidas por las partes en el 
mismo (vid. arts. 6.3 y 8.3 LRJAPAC) (60). 
Este seria el caso de los convenios suscritos 
entre los Municipios Turísticos andaluces y 
la Administración turística de esta Comuni-
dad Autónoma, y cuya Comisión de Segui-
miento posee, entre otras funciones, la de 
seguimiento de las actuaciones efectuadas 
por la Administración local para verificar 
su cumplimiento y la adecuación a los obje-
tivos fijados en el convenio. 
Los convenios para la creación de órga-
nos meramente deliberantes o consultivos 
se caracterizan, como su propio nombre 
indica, por la creación convencional de 
órganos en los que se insertan representan-
tes de las Administraciones públicas que 
han participado en el acuerdo y cuya fun-
ción se limita a servir de punto de encuen-
tro e intercambio de información y puntos 
de vista entre tales sujetos jurídico-públi-
cos. No tendrán por ello capacidad deciso-
ria o resolutiva alguna, que permanecerá en 
manos de las Administraciones públicas de 
forma separada e independiente en función 
de sus competencias propias, siendo las res-
ponsables de sus respectivas decisiones, 
quedando sus atribuciones restringidas al 
ámbito de la propuesta, el debate, la consul-
ta y la deliberación de problemas comunes. 
Los convenios para la creación de orga-
nizaciones comunes de auxilio a las partes 
suponen la creación de un organismo 
común, con medios materiales, financieros 
y —aunque no siempre— personales que sirva 
de apoyo o ayuda (información, consultas, 
proyectos, estudios, análisis, asistencia téc- 
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nica y especializada, etc.) a las Administra-
ciones participantes en el acuerdo para el 
ejercicio separado de sus respectivas com-
petencias. Esta modalidad convencional 
tampoco supone, como en el caso anterior, 
una puesta en común de facultades y com-
petencias de diferentes Administraciones 
públicas para ser ejercidas unitariamente 
por una institución común, persistiendo el 
ejercicio independiente de las competencias 
por parte de sus Administraciones titulares. 
En tercer y último lugar, los convenios 
para la creación de organizaciones mixtas 
en sentido estricto serían aquellos que atri-
buyen competencias propias de dos o varias 
Administraciones públicas a una organiza-
ción mixta creada ad hoc para que sean 
ejercidas por ésta de forma mancomunada 
(61). Tales organizaciones estarán com-
puestas por representantes de todas las par-
tes intervinientes en el acuerdo, sin inte-
grarse en la estructura organizativa de nin-
guna de ellas. Para crear este tipo de 
órganos resultará imprescindible, como es 
lógico, que la materia objeto del acuerdo 
sea una competencia concurrente de las 
partes —como ocurre la materia turística 
para las Administraciones autonómica y 
municipal—, ya que lo contrario supondría 
una transferencia indirecta de competencias 
a aquellas partes del convenio que no osten-
taban competencia alguna sobre tal materia 
(62).  
Todas estos órganos u organizaciones 
mixtas gozan de una especial situación 
«flotante» entre las diferentes Entidades 
matrices (63), ya que aunque están integra-
das por representantes de todas éstas, no se 
integran en ninguna de ellas, sino que se  
sitúan «a su lado». Estas organizaciones 
mixtas van a suponer además la ruptura del 
principio de separación competencial y de 
responsabilidades, principio estrechamente 
ligado al juego del sistema democrático y 
de la consiguiente exigibilidad de responsa-
bilidades por la gestión realizada. 
En el ámbito local el principio de sepa-
ración competencial y de responsabilidades 
juega un papel mucho más relajado, ya que 
aunque la Constitución garantiza la autono-
mía local, no establece explícitamente el 
marco competencial de estos sujetos jurídi-
co-públicos, que quedará en manos de la 
regulación estatal y autonómica de rango 
legal, regulación que admitirá la creación de 
organizaciones mixtas en sentido estricto 
tanto en el marco de las relaciones de éstos 
con el Estado y las Comunidades Autóno-
mas (64), como con otras Entidades locales 
(Consorcios y Mancomunidades). En el 
ámbito de las relaciones entre el Estado y las 
Comunidades Autónomas y las Entidades 
locales —o entre éstas ente sí—, la creación de 
órganos mixtos está regulado con carácter 
general por el artículo 58 LRBRL, que dis-
pone que mediante ley del Estado o de las 
Comunidades Autónomas (65) podrán cre-
arse órganos de colaboración de dichas 
Administraciones con las Entidades locales 
con el objetivo manifiesto de la coordina-
ción administrativa. La Jurisprudencia cons-
titucional ha considerado que los órganos 
mixtos previstos en este artículo tienen una 
naturaleza meramente consultiva o delibe-
rante, sin capacidad de coordinación (66), 
basándose en la necesidad de preservar las 
competencias propias de cada una de las 
Administraciones implicadas o, lo que es lo 
mismo, el principio de indisponibilidad de 
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competencias, por lo que no podrían crearse 
órganos mixtos en sentido estricto en base a 
este precepto. Por el contrario, sí serían 
auténticos órganos mixtos en sentido estric-
to tanto las mancomunidades de municipios 
como los consorcios. 
Esta problemática se proyecta en última 
instancia sobre la figura del Municipio 
Turístico ya que, como se ha señalado 
supra, es habitual que su normativa regula-
dora prevea la creación de órganos mixtos 
—Comunidad Autónoma-municipio— para la 
gestión y control de los efectos vinculados a 
su declaración. Así ocurre, por ejemplo, con 
los artículos 16.1 d) del Decreto andaluz 
158/2002, de 28 de mayo, de Municipio 
Turístico; 15.5 de la Ley 7/1999, de 9 de 
abril, de Normas Reguladoras de la Admi-
nistración Local de Aragón, o 16 del Decre-
to 71/2000, de 22 de mayo, que aprueba el 
Reglamento regulador de los Convenios 
previstos en la Ley 3/1998, de 4 de mayo, de 
Promoción y Ordenación del Turismo de la 
Comunidad Valenciana, entre otros. En 
todos estos casos la normativa autonómica 
posibilita la creación de órganos cuya com-
posición será representativa de la Adminis-
tración local y autonómica --y en el caso 
aragonés también de las organizaciones 
empresariales y sociales representativas del 
sector turístico en el ámbito del término 
municipal—, cuya función genérica es cola-
borar en el correcto desarrollo de los com-
promisos adquiridos por sendas Adminis-
traciones públicas en aras a mejorar la cali-
dad de la oferta turística local y, en el caso 
andaluz y valenciano, gestionar y fiscalizar 
la ayuda económica concedida al Municipio 
Turístico por parte de la Administración 
autonómica. 
Por otra parte, en el ámbito turístico han 
proliferado durante .los último años los 
denominados patronatos provinciales de 
turismo, organismos autónomas locales de 
carácter mixto dependientes de las Diputa-
ciones Provinciales (creados en virtud del 
artículo 85.2.A.b LRBRL) para la gestión 
de competencias turísticas, generalmente de 
carácter promocional y de fomento, entre 
las que se incluyen la conclusión de conve-
nios de colaboración con entidades públicas 
o privadas, el otorgamiento de subvencio-
nes y otras medidas encaminadas a fomen-
tar la formación, calidad innovación y 
modernización del sector. 
IX. REFLEXIONES FINALES 
La actividad convencional de la Admi-
nistración en materia turística se ha conver-
tido en algo habitual desde hace un par de 
décadas. Si bien en un principio involucra-
ba fundamentalmente al Estado con las 
Administraciones autonómicas y locales, 
actualmente esta relación ha oscilado hacia 
una vinculación más directa entre la Admi-
nistración autonómica y la local, funda-
mentalmente tras la creación de la figura 
del Municipio Turístico. En ambos casos, 
la asistencia económica prestada por la 
Administración o Administraciones supe-
riores se articulaba —y articula— a través de 
la conclusión de un convenio con los muni-
cipios interesados, en los que precisaban 
los términos de dicha ayuda. Esta técnica 
atribuye un poder preeminente a las Admi-
nistraciones financiadoras, limitándose los 
municipios interesados a mostrar su interés 
por concluir este tipo de convenios o, direc-
tamente, instar su declaración como Turís- 
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ticos, que lleva implícito, en la mayoría de 
casos, la celebración de acuerdos de coope-
ración con la Administración autonómica. 
Si bien hay que reconocer que este meca-
nismo ha generado importantes beneficios 
para el sector turístico a nivel local, parece 
llegado el momento para que la financia-
ción extraordinaria que corresponde a los 
municipios turísticos como consecuencia 
de los mayores gastos que implica esta acti-
vidad sean fijados con base en métodos de 
cálculo objetivos e igualitarios, que limiten 
la discrecionalidad administrativa al míni-
mo imprescindible y garanticen la igualdad 
jurídica de todos los municipios y su segu-
ridad jurídica. Esto no quiere decir que 
deba relegarse la técnica convencional del 
ámbito turístico. Todo lo contrario. Debe 
potenciarse para actuaciones puntuales de 
auxilio económico y técnico, pero nunca 
como técnica ordinaria para compensar la 
mayor onerosidad que sufren estos munici-
pios en la prestación de los servicios públi-
cos esenciales. El convenio interadminis-
trativo es una herramienta extraordinaria-
mente útil para optimizar los recursos 
turísticos a nivel local, creando sinergias 
positivas para esta actividad y mejorando la 
calidad integral de los destinos turísticos 
españoles. 
También gozan de una increíble poten-
cialidad en este ámbito los acuerdos cele-
brados entre Comunidades Autónomas 
limítrofes o, que sin serlo, posean interesas 
comunes en materia turística. En este senti-
do, parece que los recelos e incomunicación 
de épocas recientes están dando paso, por 
fin, a un entendimiento entre gobiernos 
autonómicos en una materia fundamental 
para su economía como es el turismo. Apro- 
vechar la experiencia de los demás, evitar 
duplicidades altamente ineficientes y crear 
alianzas que maximicen los beneficios de 
sus actuaciones en este ámbito deben ser los 
objetivos de cualquier gobierno autonómico 
mínimamente responsable con las posibili-
dades de crecimiento económico que sus 
recursos turísticos le proporcionan. Como 
en el caso anterior, no debe dejarse la deter-
minación de los pilares fundamentales de la 
política turística autonómica al acuerdo de 
voluntades entre Administraciones públi-
cas, ya que éstas deben estar prefijadas en 
un instrumento de planificación básico. Sin 
embargo, para la concreción de actuaciones 
determinadas en casos concretos que nece-
siten la concurrencia de otras voluntades 
públicas resulta de enorme utilidad la figu-
ra del convenio de colaboración entre 
Administraciones públicas, ya sean en el 
plano vertical o en el horizontal. 
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Gobierno de 9 de marzo de 2004. 
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nidad Valenciana. 
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en los convenios suscritos entre éstos y la Adminis-
tración autonómica en materia de Oficinas de Turis-
mo municipales, mejora del acceso para personas 
discapacitadas, creación de páginas web, señaliza-
ción turística, accesibilidad turística, protección del 
entorno, promoción de sus recursos turísticos, lim-
pieza y acondicionamiento de playas, etc. (Resolu-
ciones de la Dirección General de Planificación y 
Ordenación Turística de la Consejería de Turismo y 
Deporte de la Junta de Andalucía de 30 de enero de 
2006 y 19 de enero de 2007, Punto III). 
(59) Rodríguez de Santiago elabora esta clasifi-
cación a partir de la construida por Grawert, R., Ver-
waltungsakommen zwischen Bund und Lónder in der 
Bundesrepublik Deutschland. Eine kritische Unter-
suchung der gegenwartigen Staatpraxis mit einer 
Zusammenstellung der zwischen Bund und 'Ander 
abgeschlossenen Abkommen, Berlín, 1967, págs. 
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(60) Dispone el artículo 6.3 LRJAPAC que en 
los convenios de colaboración celebrados entre el 
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miento que puedan plantearse respecto de los con-
venios de colaboración». 
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los convenios suscritos entre los Municipios Turís-
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nómica. 
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interadministrativos... Op. cit, pág. 158; y Martín 
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Op. cit, págs. 206 y ss. 
(63) Alberti Rovira, E., «Relaciones entre las 
Administraciones Públicas», en Leguina Villa, J. y 
Sánchez Morón, M. (dirs.) et al., La nueva Ley de 
Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas 
y Procedimiento Administrativo Común, Tecnos, 
1993, pág. 68. 
(64) Vid. arts. 57 y 87 LRBRL y 64, 69, 70 y 110 
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